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1.- La puerta de entrada a la desigualdad: la división sexual 
del trabajo 

 

La división sexual del trabajo y el uso del tiempo se constituyen 
en dos grandes factores de reproducción de la desigualdad entre 
varones y mujeres. Si bien ha transcurrido un tiempo considera-
ble desde que las mujeres se han insertado masivamente en el 
mercado de trabajo remunerado, se siguen generando las lógicas 
distributivas propias del sistema económico capitalista y patriar-
cal. 

En palabras de Kergoat �la división sexual del trabajo es la forma 
de división del trabajo social que se desprende de las relaciones 
sociales de sexo, histórica y socialmente modulada. Tiene como 
característica la asignación prioritaria de los hombres a la esfera 
productiva y de las mujeres a la esfera reproductiva así como, si-
multáneamente, la captación por parte de los hombres de las fun-
ciones con fuerte valor social agregado (políticas, religiosas, 
militares, etc.)� (2002, p. 33)1. Esta división �tiene dos principios 
organizadores: el principio de separación (hay trabajos de hom-
bres y trabajos de mujeres) y el principio jerárquico (un trabajo 
de hombre �vale� más que un trabajo de mujer)� (p. 64)2. 

Aclarado lo anterior, nos centraremos en el trabajo realizado por 
las mujeres en la esfera doméstica. Trabajo que se constituye en 
una prestación mayormente no remunerada, con un fuerte peso 
en los afectos y que lleva a las mismas, incluso, a duplicar jorna-
das laborales (sean estas formales o informales). 

Previo a ello, señalaremos algunas categorías de análisis que las 
teóricas feministas vienen denunciando, como factores limitantes 
que afectan a las mujeres tanto en el ingreso como en la perma-
nencia y desempeño en el mundo laboral. 

 

Entonces, así como el ingreso al mercado de trabajo es desigual, 
el tipo de ocupaciones a las que acceden las mujeres presentan 
un sesgo de género asociado a los estereotipos de cuidado. Así, 
podemos diferenciar: la segregación horizontal o paredes de cris-
tal3, la segregación vertical o techo de cristal4 y el piso pegajoso5. 

Por su parte, la economía feminista y la sociología con perspec-
tiva de género han avanzado a pasos agigantados planteando la 
discusión de la importancia de considerar el trabajo doméstico 
dentro de los indicadores nacionales, el análisis censal y de la 
Encuesta Permanente de Hogares sobre la segregación laboral, 
los usos del tiempo, etc. (Wainerman, 2012)6. 

Así, la última Encuesta de Uso del Tiempo (EUT) del año 2021 
ha demostrado que las mujeres participan en el trabajo no remu-
nerado en mayor proporción que los varones: el 91,7% realiza 
trabajo doméstico, de cuidado o de apoyo a otros hogares o vo-
luntario, mientras que, en el caso de los varones, lo hace el 
75,1%. En cuanto al tiempo dedicado a ello, estos últimos desti-
nan en promedio 3:40 horas por día, mientras que las mujeres lo 
hacen 6:31 horas7. 

Lo anterior corrobora que la participación masculina en el plano 
de los cuidados es notablemente menor. De esta manera, si se 
considera el total de horas que ambos dedican al trabajo produc-
tivo (trabajo en la ocupación más trabajo no remunerado), las mu-
jeres tienen una carga horaria superior a la de los varones. 

 

2.- Las tareas de cuidado y su feminización. El derecho al 
cuidado 

 

Las tareas domésticas y de cuidado son todas aquellas activida-
des que las mujeres realizan a diario para su subsistencia y la de 
los/as demás. Son tareas relacionadas con la reproducción, el 
bienestar y el sostenimiento de la vida8. Por su parte el derecho 
al cuidado implica que todas las personas tienen derecho a cui-
dar, a ser cuidadas y al autocuidado (Pautassi, 2007)9. 

Frente a dicho compromiso, los Estados están obligados a pro-
teger, garantizar y proveer las condiciones materiales y simbóli-
cas para su ejercicio, conforme a estándares de derechos 
humanos y a satisfacerlo de manera progresiva e interdepen-
diente con el ejercicio de otros derechos civiles, políticos, econó-
micos, sociales, culturales y ambientales (Pautassi, 2023, p. 5)10. 

El derecho al cuidado implica, además, �reconocer el valor del 

Dra. Mariana Ditieri 

Tercer Premio: Categoría plena. Seudónimo: Ellis y Acton Bell 

 
Título.  

El derecho humano al cuidado: el último intento del feminismo 
¿un retroceso irreversible? 

 
 
Resumen. El presente trabajo comienza problematizando respecto a la división sexual del trabajo, la feminización de las 
tareas de cuidado y sus consecuencias negativas que impactan en el acceso de las mujeres al mercado laboral remunerado. 
Seguidamente, se analizará desde la óptica del derecho internacional de los derechos humanos, la consagración del de-
recho a cuidar, a ser cuidado/a y al autocuidado como un derecho humano fundamental. Así, y con base en el principio de 
progresividad y en las obligaciones mínimas asumidas por el Estado argentino -con la adopción de los instrumentos inter-
nacionales en materia de derechos humanos al bloque de constitucionalidad federal (art. 75 inc. 22 CN)- se expondrán los 
avances y retrocesos que ha tenido el Estado en dicho proceso, para así profundizar respecto a la posible asunción de 
responsabilidad internacional ante los incumplimientos denunciados. Por último, y para concluir, se focalizará en la impor-
tancia de la convencionalidad como salida jurídica frente a la regresividad acontecida. 
 
Palabras Claves: Derecho humano al cuidado - Tratados internacionales de derechos humanos - Principio de progresividad 
- Bloque de constitucionalidad/convencionalidad

https://descentrada.fahce.unlp.edu.ar/article/download/dese152/14423?inline=1&redalyc_842281009_ref29


Colegio de Abogados de San Isidro 61

CORRAN LA VOZ Estación emisora del Instituto de los Derechos de las Mujeres

trabajo y garantizar los derechos de las personas que proveen 
cuidados, superando la asignación estereotipada del cuidado 
como una responsabilidad exclusiva de las mujeres, y avanzar 
en la corresponsabilidad social entre quienes lo proveen: Estado, 
mercado, sector privado y las familias� (Güezmes y Vaeza, 
2023)11. 

El alto grado de feminización de las tareas de cuidado y las dispa-
ridades en los ingresos entre varones y mujeres, pareciera no 
asombrar a nadie. Ahora bien, aquí debemos preguntarnos ¿cuál 
ha sido el grado de respuesta normativa frente a tal problemática? 

Así, en palabras de Pautassi, �las escasas consideraciones en 
torno al cuidado, se han concentrado en disposiciones de Dere-
cho de Familia, particularmente vinculado con las responsabili-
dades de los progenitores sobre niños, niñas y adolescentes (en 
adelante, NNA)12 y sobre los ascendientes, en situación de pér-
dida de autonomía. En el caso del cuidado de personas con dis-
capacidad, la ausencia es aún más notoria�13, no existiendo 
disposiciones específicas que los/as protejan. Por su parte, en el 
campo del derecho del trabajo, en la región se han intentado dis-
poner cláusulas de conciliación entre trabajo y familia, pero prin-
cipalmente dirigidas a mujeres trabajadoras, como es el caso de 
la licencia por maternidad, en un desbalance notorio con los va-
rones, respecto a quienes o no está contemplada, o sólo se les 
otorga entre dos y cinco días de nacimiento por hijo/a. De allí que 
el caudal de reclamos y de propuestas de los últimos años se 
concentran en torno a la provisión de tiempo para cuidar (licen-
cias), de infraestructura de cuidado y de presupuesto destinado 
al mismo, y con menor peso, salvo por las demandas constantes 
de las feministas, en relación con la   corresponsabilidad del cui-
dado entre varones y mujeres14. 

Por tanto, podemos asegurar que los componentes del cuidado 
refieren a la disponibilidad de: �tiempo para cuidar; dinero para 
cuidar, y servicios de cuidado infantil� (Ellingstaeter, 1999, p. 
41)15. Elementos todos ellos que resultan de difícil consecución 
para las mujeres, sin un Estado que garantice políticas públicas 
en dicha línea, en cumplimiento de las obligaciones internacio-
nales que hubiere asumido. 

 

3.- El derecho humano al cuidado en el derecho internacional 
de los derechos humanos 

 

Dentro del Sistema Universal de Derechos Humanos, las prime-
ras aproximaciones al derecho al cuidado pueden ser encontra-
das en la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948)16. 

La Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la Mujer (CEDAW) (1979), en su artículos 5 
insta a modificar los patrones socioculturales de conducta de 
hombres y mujeres, así como impedir la discriminación contra la 
mujer por matrimonio o maternidad17. 

La Convención sobre los Derechos del Niño (1981) en sus artí-
culos 3, 4, 18, 23, 24.2 y 30 hace referencia a los NNA como un 
grupo que requiere cuidados de los/as progenitores/as -corres-
ponsabilidad-, para su supervivencia, autonomía progresiva y 
ejercicio de sus derechos. 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad (2007) en su artículo 28 impone a los Estados la obliga-
ción de asegurar el acceso a servicios de capacitación, 
asesoramiento, asistencia financiera y servicios de cuidados tem-
porales adecuados a las personas con discapacidad y sus fami-
lias en situación de pobreza. 

Los alcances del derecho humano al cuidado han sido delinea-
dos por los distintos órganos de aplicación en sus diversos me-
canismos de control18. 

Cabe resaltar también la adopción en el año 2015 de la Agenda 
2030 para el Desarrollo Sostenible a la cual la comunidad inter-
nacional se ha comprometido, y cuyo Objetivo N° 5 dispone �Lo-
grar la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las 
mujeres y las niñas� proponiendo �reconocer y valorar los cuida-
dos no remunerados y el trabajo doméstico no remunerado me-
diante la prestación de servicios públicos, la provisión de 
infraestructuras y la formulación de políticas de protección social, 
así como mediante la promoción de la responsabilidad compar-
tida en el hogar y la familia, según proceda en cada país� (meta 
5.4). 

Más recientemente, en octubre de 2023 el Consejo de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas en su sesión N° 54 adoptó la 
resolución �La Importancia de los Cuidados y el Apoyo desde una 
Perspectiva de Derechos Humanos� mediante la cual se reco-
noce la importancia fundamental de los cuidados y el apoyo para 
el bienestar y la dignidad de todas las personas, ya sea desde 
los ámbitos de la salud, la educación, la familia o la comunidad19. 

Por su parte, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha 
dictado distintos convenios que establecen lineamientos sobre la 
protección de la maternidad, las licencias parentales y de los/as 
trabajadores/as del cuidado remunerado20. 

En el ámbito regional, el Protocolo adicional a la CADH en mate-
ria de DESC (Protocolo de San Salvador) (1988) en su art. 17 
señala que toda persona tiene derecho a una protección especial 
durante su ancianidad. 

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar la violencia hacia la mujer (1994) en su artículo 8 insta a los 
Estados a modificar los patrones socioculturales que permitan a 
las mujeres llevar adelante sus proyectos de vida. 

La Convención Interamericana sobre la Protección de los Dere-
chos de las Personas Mayores (2015) en su artículo 12 refiere al 
derecho a acceder a un sistema integral de cuidados que provea 
protección y promoción de la salud, cobertura de servicios socia-
les, seguridad alimentaria y nutricional, agua, vestuario, y vi-
vienda. Así, los Estados deberán diseñar medidas y servicios de 
apoyo a las familias y cuidador/as. 

Específicamente en la región, el principal hito se materializó en 
la X Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el 
Caribe, celebrada en Quito (2007), en el cual los gobiernos de la 
región, en diálogo con la sociedad civil, asumieron el compromiso 
de �formular y aplicar políticas de Estado que favorezcan la res-
ponsabilidad compartida equitativamente entre mujeres y hom-
bres en el ámbito familiar, superando los estereotipos de género, 
reconociendo la importancia del cuidado y del trabajo doméstico 
para la reproducción económica y el bienestar de la sociedad 
como una de las formas de superar la división sexual del tra-
bajo�21. 

 

4.- Los cuidados en el plano interno 

 

4.1 El caso argentino. Su impacto en la economía 

 

En el año 2020, en la órbita de la Dirección de Economía, Igual-
dad y Género del Ministerio de Economía de la Nación se calculó 
por primera vez el aporte del trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerado al PBI de nuestro país. El resultado fue un valor de 
casi un 16%, siendo el sector que más aporta a la economía ar-
gentina cuando se le asigna un valor cuantificado en dinero, se-
guido por la industria (13,2%) y el comercio (13%). Asimismo, el 
estudio concluyó que el 75,7% de este aporte es realizado por 
mujeres, dedicando diariamente 96 millones de horas de trabajo 
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no remuneradas a las tareas del hogar y los cuidados22. 

La pandemia -COVID-19- y las consecuentes medidas dispues-
tas por los distintos gobiernos a lo largo del mundo como medida 
de prevención evidenciaron, como se señaló al inicio del presente 
trabajo, la centralidad de los cuidados en sociedad y las proble-
máticas relacionadas a los mismos, esto es �visibilizar algo que 
la crítica feminista ya venía remarcando (...), que las acciones de 
cuidado realizadas por las mujeres constituyen trabajo no remu-
nerado que dificulta el acceso de éstas al mercado laboral, a las 
fuentes de poder y a la toma de decisiones� (Castilla, Kunin y 
Blanco Esmoris, 2020)23. 

Lo anterior llevó a que los cuidados se insertaran en la agenda 
pública como verdaderas políticas de Estado en nuestro país. 
Así, en 2020 se creó, en la órbita del Ministerio de Mujeres, Gé-
neros y Diversidades (en adelante, MMGyD), la Dirección Nacio-
nal de Políticas de Cuidado24. 

En agosto del 2020 año se lanzó la Campaña Nacional �Cuidar 
en Igualdad�, implementada a través de Rondas Nacionales de 
Sensibilización Sobre Cuidados en Igualdad, de Intercambio y 
Reflexión, así como Parlamentos Territoriales de Cuidado, cons-
titutivos de herramientas para construir un diagnóstico federal 
sobre los cuidados, como también para promover la transforma-
ción de aquellos estereotipos que reproducen la feminización de 
estas labores. 

En septiembre de 2020 también desde el MMGyD se creó el Pro-
grama para la Igualdad de Géneros en el Trabajo, el Empleo y la 
Producción �Igualar� con el objetivo general de reducir las bre-
chas y segmentaciones que componen la desigualdad estructural 
en el mundo del trabajo, el empleo y la producción para mujeres 
y personas LGBTI+. 

A fines del año 2021 el MMGyD, con la colaboración de CEPAL, 
desarrolló el Mapa Federal de Cuidado, una interfaz interactiva 
que permitió localizar la oferta de espacios y servicios de cuidado 
para primeras infancias, personas mayores y personas con dis-
capacidad a lo largo del territorio argentino. 

Por su parte, a través del decreto 144/2022 se reglamentó -des-
pués de 50 años- el artículo 179 de la Ley de Contrato de Tra-
bajo25. Asimismo, y un gran desafío por parte del Estado 
argentino, fue la propuesta de sanción de una ley formal que re-
gulara la organización social de los cuidados. De esta manera en 
mayo de 2022 el Poder Ejecutivo envió al Congreso de la Nación 
el proyecto de Ley �Cuidar en Igualdad� para la creación del Sis-
tema Integral de Políticas de Cuidados de Argentina (SINCA)26. 

 

4.2.- El pedido de opinión consultiva ante la Corte Inter-
americana de DDHH 

 

Por último, el 20 de enero de 2023 el Estado argentino presentó 
ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en ade-
lante, Corte IDH) la solicitud de Opinión Consultiva sobre �El con-
tenido y el alcance del derecho al cuidado y su interrelación con 
otros derechos� a la luz de las disposiciones de los tratados in-
ternacionales sobre derechos humanos del Sistema Interameri-
cano de Protección. La presente consulta versó sobre las 
cuestiones del derecho humano a cuidar, a ser cuidado/a y al au-
tocuidado. Así, se solicitó a la Corte IDH que tenga a bien deter-
minar los alcances del cuidado como derecho humano, así como 
las obligaciones que, al respecto, son exigibles a los Estados. En 
noviembre de 2023 la convocatoria a amicus curiae recibió 129 
aportes27. Los mismos fueron expuestos durante las audiencias 
convocadas en marzo del corriente, quedando actualmente pen-
diente la resolución por parte de la Corte IDH. 

 

5.- La convencionalidad como salida. No todo está perdido 

 

Como punto de partida, nos permitiremos introducir algunos linea-
mientos del derecho público -más puntualmente del derecho cons-
titucional y del derecho internacional de los derechos humanos-. 

Los tratados y/o convenciones son la principal fuente formal del 
derecho internacional público (art. 38 del Estatuto de la Corte In-
ternacional de Justicia). Por su parte, el derecho internacional de 
los derechos humanos tiene preeminencia sobre el derecho in-
terno (art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 
Tratados) y, en nuestro país, tras la reforma constitucional de 
1994 los tratados internacionales sobre derechos humanos 
gozan de jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 CN) en las �con-
diciones de su vigencia�, esto es, tal y como efectivamente rigen 
en el ámbito internacional conforme la interpretación de sus ór-
ganos de aplicación. 

Por su parte, la Constitución Nacional no prevé a los cuidados 
entre los derechos que enumera28, pero ello no supone su falta 
de reconocimiento puesto que, tal tutela constitucional-conven-
cional emerge por vía indirecta a partir de la cláusula del men-
cionado artículo 75 inciso 22. 

Ahora bien, en tanto derecho humano, el alcance y contenido del 
cuidado se basa en un conjunto de principios y estándares jurí-
dicos, a saber: 1) la universalidad; 2) la obligación de garantizar 
el contenido mínimo de los derechos; 3) la obligación de los Es-
tados de implementar acciones y medidas que reconozcan la pro-
gresividad en sus acciones y la consiguiente prohibición de 
aplicar medidas o acciones regresivas; 4) el deber de garantizar 
la participación ciudadana; 5) el principio de igualdad y no discri-
minación; 6) el acceso a la justicia, y 7) el acceso a la información 
pública29. 

Puntualmente, vamos a referirnos a la obligación de los Estados 
de implementar medidas que reconozcan la progresividad y su 
contracara, la prohibición de aplicar acciones regresivas. Al res-
pecto, la Corte IDH, en el caso Poblete Vilches y otros vs. Chile, 
ha señalado que del contenido del artículo 26 de la CADH se des-
prenden las obligaciones progresivas, lo que significa que los Es-
tados parte tienen la obligación concreta y constante de avanzar 
lo más expedita y eficazmente posible hacia la plena efectividad 
de los DESCA30. 

Tal como señalamos a lo largo del presente, el Estado argentino 
ha venido desarrollando numerosas acciones destinadas a pro-
ducir avances en el reconocimiento del derecho humano al cui-
dado. Llegando incluso a proponer la sanción de una ley que 
regulase la organización social de los cuidados. Norma que con-
cilió sus objetivos centrales con proyecto de ley modelo elabo-
rado por la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) -véase 
ANEXO-. 

No obstante, no puede omitirse que los derechos de las mujeres 
y diversidades han sufrido una fuerte embestida con la asunción 
del actual gobierno. Es así que, Argentina se encuentra atrave-
sando un panorama de grave desmantelamiento y desfinancia-
miento de políticas públicas y modificación en la legislación 
vigente en materia de género. Las políticas de cuidado no han 
sido ajenas a ello. 

En este sentido el reconocimiento del cuidado como derecho, im-
plica para el Estado argentino un compromiso que debe asumir, 
y por tanto el incumplimiento de las obligaciones mínimas de res-
petar y garantizar dicho derecho, así como la falta de adopción 
de medidas de orden interno para hacerlo efectivo, genera su 
responsabilidad internacional en los términos de los arts. 1.1 y 2 
de la CADH y otros instrumentos que conforman el corpus iuris 

en materia de derechos humanos. 
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Claro ejemplo de tales omisiones son: la deuda en la promulga-
ción de una ley que regule un Sistema Integral de Cuidados -el 
proyecto de Ley SINCA-, el tratamiento dado al régimen de licen-
cias de la Ley de Contrato de Trabajo (LCT) por parte de la Ley 
de Bases y Puntos de Partida para la Libertad de los Argentinos 
recientemente adoptada, la finalización de la moratoria previsio-
nal y del Programa Registradas, entre otras. Las nombradas 
constituyen medidas de tipo regresivas en materia de derecho al 
cuidado, que el Estado argentino debió verse limitado a adoptar. 

Entonces, y como venimos señalando, el actual incumplimiento 
por parte de nuestro país de tales obligaciones en el orden in-
terno, debe evaluarse como causal de responsabilidad interna-
cional (sea esta por acción o por omisión). 

La consolidación del cuidado como un derecho humano es parte 
de un proceso político, social, de desarrollo teórico y jurispruden-
cial, que con base en los principios de interdependencia, inme-
diatez, no regresividad, igualdad y no discriminación, se 
constituye en un derecho humano, cuya garantía y protección es 
una de las principales obligaciones de los Estados31 . 

Situar el cuidado como un derecho humano, implica superar el 
lugar y la función de cuidadora que el patriarcado asigna en ex-
clusividad a las mujeres, ubicando el respaldo del derecho al cui-
dado en los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
bajo la concepción que son reclamables, indivisibles, interdepen-
dientes y universales (Pautassi, 2007). 

La opinión consultiva pendiente ante la Corte IDH deviene nece-
saria, como herramienta jurídica y de lucha. 

El derecho humano al cuidado, como una de las últimas propues-
tas del feminismo, no ha fenecido. Creemos que el bloque de 
constitucionalidad y su debida obligatoriedad son un bastión para 
la defensa del derecho humano al cuidar, a ser cuidado/a y al au-
tocuidado. Será entonces la convencionalidad la puerta de salida 
al retroceso. 

 

___________________________________________________ 
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